
DIRECTORES: 

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXVI - Nº 599     Bogotá, D. C., jueves, 27 de julio de 2017  EDICIÓN  DE  38  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A   D E   R E P R E S E N T A N T E S

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

L E Y E S  S A N C I O N A D A S

LEY 1845 DE 2017

(julio 17)

 por medio de la cual se autoriza a las Asambleas 
Departamentales, a los Concejos Distritales y 

Municipales para la Emisión de la Estampilla Pro 

23 de enero 24 de 1986.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Autorícese a las Asambleas 
Departamentales, a los Concejos Distritales y 
Municipales para que por el término de veinte 
(20) años, dispongan la emisión de la “Estampilla 

del servicio de energía eléctrica rural en todo el 

para proyectos que propendan el uso de energías 
renovables no convencionales al Sistema Energético 

Artículo 2°. El valor anual de la emisión de la 

(10%) del presupuesto departamental, distrital o 
municipal, según el caso.

Artículo 3°. Las Asambleas Departamentales, 
Concejos Distritales y Municipales determinarán el 

relacionados con el uso obligatorio de la estampilla.

de los recursos recaudados por la estampilla, la 

distritales o municipales que intervengan en el acto.

Asambleas Departamentales, Concejos Distritales y 
Municipales, para ordenar la emisión de la Estampilla 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público para su 
competencia.

Artículo 5°. La totalidad del producto de la 
estampilla de que trata la presente ley se destinará 

para proyectos que propendan el uso de energías 
renovables no convencionales al Sistema Energético 

distritos y municipios, según el caso.

servicio.

Artículo 6°. Las Contralorías Departamentales, 
Distritales y municipales serán las encargadas de 

de la presente ley.

días siguientes al inicio de sesiones ordinarias de las 
Asambleas Departamentales, Concejos Distritales 
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las Asambleas Departamentales, a los Concejos 
Distritales y Municipales y a las Comisiones Terceras 
Constitucionales del Congreso de la República 
sobre la ejecución de los recursos recaudados por 

de la vigencia inmediatamente anterior, en el cual 
se incluirán, por lo menos, una evaluación de los 
resultados logrados en el período anterior con la 
inversión de los recursos recaudados por concepto 
de la estampilla, y los objetivos, propósitos y metas 
respecto de los recursos a invertir para el período 

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la 

demás disposiciones que le sean contrarias.

República,

la República,

Representantes,

Representantes,

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 17 de julio de 2017.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, 

Decreto número 1184 del 11 de julio de 2017,

AURELIO IRAGORRI VALENCIA

El Ministro del Interior,

El Viceministro Técnico del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, encargado de las 

y Crédito Público,

 El Ministro de Minas y Energía,

LEY 1846 DE 2017
(julio 18)

 
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 160 del Código Sustantivo 
del Trabajo, quedará así: 

Artículo 160.

Artículo 2°. El literal d) del artículo 161 del 
Código Sustantivo del Trabajo, quedará así:

 número de 

la Jornada Ordinaria de 6. a. m. a 9 p. m.
Artículo 3°. Las disposiciones contenidas en la 

presente ley, relacionadas con el trabajo diurno y 

suministrada por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadísticas, relacionadas con las 

se dará a conocer, dentro de las tres semanas 
siguientes al inicio de cada legislatura, a través de un 

Constitucionales del Senado de la República y 
Cámara de Representantes. Para ello, podrá solicitar 
a todos los sectores empresariales y de trabajadores la 

políticas sociales del Estado con relación al empleo 
y el trabajo. Con base en ello, el Congreso de la 
República podrá adelantar las iniciativas legislativas 

integral de protección social de los colombianos, 
teniendo en cuenta su viabilidad institucional y 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de 

artículos 25 y 51 de la Ley 789 de 2002 que a su 
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Sustantivo del Trabajo, y demás disposiciones que 
le sean contrarias.

República,

la República,

Representantes,

Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2017.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Viceministro Técnico del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, encargado de las 

Crédito Público,

La Secretaria General del Ministerio de Trabajo, 

Ministra de Trabajo,

La Directora del Departamento Administrativo 
de la Función Pública,

*.*.*

LEY 1847 DE 2017
(julio 18)

 por medio de la cual se adoptan medidas en 
 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. 

 Los deudores con saldo consolidado a 

Programa Nacional de Reactivación Agropecuaria 
(PRAN), y demás de que trata el artículo 1° de la Ley 
1504 de 2011, y los deudores con saldo consolidado 

del Fondo de Solidaridad Agropecuaria (FONSA), 

de Agricultura y que aplicará el administrador o 
acreedor de la cartera.

de 2016 superen el monto inicial de la deuda esta se 

a solicitar el rembolso de lo pagado por encima de 
ese valor.

reglamentará las modalidades, tiempos y además 
condiciones de pago que aplicará el administrador o 
acreedor de la cartera.

de diciembre de 2016, respecto de los deudores a 

Artículo 2°. 

presente ley. Finagro o la entidad que obre como 
administrador o acreedor de las obligaciones de los 

adelantar su cobro judicial a partir de la entrada en 

término dentro del cual se entenderán suspendidas 
tanto las acciones de cobro como la prescripción de 

del trámite de los procesos concursales y acuerdos 

Artículo 3°. Finagro o la entidad que obre como 
administrador o acreedor de las obligaciones de 

abstenerse de adelantar el cobro judicial contra 
un deudor, cuando el monto total del crédito por 
concepto de capital para las distintas obligaciones 
en los programas PRAN o del FONSA, sea igual o 

(10) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
caso en el cual solo se podrá adelantar el cobro 
prejudicial.

que se estimen por Finagro como irrecuperables por 

vida, mientras la cartera sea administrada por 
Finagro podrán ser depurados de la contabilidad 
del programa, cargando al estado de resultados la 
obligación, por su valor de compra y los demás 
conceptos accesorios, los cuales serán cubiertos 

cartera.
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erogaciones de cualquier programa del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural que administre 

pago mínimo de capital y prima de seguros de la 
obligación adeudada, bajo la vigencia de las Leyes 
1328 de 2009, 1380 de 2010, 1430 de 2010, 1504 
de 2011, para los deudores del PRAN y la Ley 
1731 de 2014, así como en virtud de lo dispuesto 
en la presente Ley, para los deudores del PRAN y 
del FONSA de que trata la Ley 302 de 1996, que 
encontrándose en cobro judicial, posteriormente 

se les podrán condonar el valor de las primas de 

valor que será asumido por el respectivo programa 

sean reintegrados por la aseguradora, mientras esta 
cartera esté siendo administrada por Finagro.

a pagar por concepto de seguro de vida por parte de 
los deudores previstos en el artículo 1°, a partir de 

tomando el seguro de vida grupo deudores sobre 
las obligaciones PRAN o las del FONSA, usando 
como valor asegurado de cada obligación el que el 

dispuestos en esta ley.

Artículo 5°. . La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

República,

la República,

Representantes,

Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Viceministro Técnico del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, encargado de las 

Crédito Público,

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

*.*.*

LEY 1848 DE 2017
(julio 18)

de formalización, titulación y reconocimiento  

de predios urbanos y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. 

notariales. Los actos jurídicos de constitución 

reconocimiento de construcciones, que recaigan 
sobre bienes inmuebles ocupados con vivienda de 
interés social, que se encuentren ubicados en predios 

de acuerdo con las normas vigentes, se liquidarán 

persona natural.
Se liquidarán como actos sin cuantía los negocios 

de dominio o la constitución de cualquier gravamen 
o limitación al dominio, cuando recaigan sobre 
viviendas de interés social que se encuentren 

Artículo 2°. 
. La inscripción de los actos jurídicos de 

materiales, subdivisión y liquidación de la comunidad, 

sobre bienes inmuebles ocupados con vivienda de 
interés social, que se encuentren ubicados en predios 

de acuerdo con las normas vigentes, se liquidarán 

Se liquidarán como actos sin cuantía la inscripción 
de los negocios jurídicos que impliquen la 

de cualquier gravamen o limitación al dominio, 
cuando recaigan sobre viviendas de interés social 

Artículo 3°. 
sentencias. La inscripción de actos administrativos 
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o a particulares, de bienes inmuebles de propiedad 
pública susceptibles de ser enajenados, que se 

las normas vigentes, se liquidarán como actos sin 
cuantía.

Se liquidarán como actos sin cuantía la inscripción 
de sentencias judiciales que constituyan título de 
propiedad para quien demuestre posesión material 
sobre bienes inmuebles que se encuentren ubicados 

urbanística, de acuerdo con las normas vigentes.

mediante escritura pública de los actos 

este artículo. Los actos administrativos o sentencias 

reales que correspondan y serán inscritos por las 

correspondientes.
Artículo 4°. . 

Las autoridades catastrales competentes deberán 
entregar, sin ningún costo, a quien la solicite, 

inmuebles que se encuentren ubicados en predios 

acuerdo con las normas vigentes.
Artículo 5°. 

. 

deberán entregar, sin ningún costo, a quien la solicite, 

los inmuebles que se encuentren ubicados en predios 

acuerdo con las normas vigentes.
Artículo 6°. 

la actuación por medio de la cual el curador urbano 
o la autoridad municipal o distrital competente 

se ejecutaron sin obtener la respectiva licencia, 
siempre y cuando cumplan con el uso previsto por 

de la solicitud de reconocimiento, al momento de la 
entrada en vigencia de la presente ley. Este término 
no aplicará en aquellos casos en que el solicitante 
deba obtener el reconocimiento por orden judicial o 
administrativa.

En los actos de reconocimiento se establecerán, 
si es del caso, las obligaciones para la adecuación 

normas de sismorresistencia que les sean aplicables 
en los términos de la Ley 400 de 1997, su reglamento 

sustituyan.

aplicarán a los predios que se encuentren en litigio, 

Artículo 7°. 
. No procederá el 

Ordenamiento Territorial o en los instrumentos que 
lo desarrollen y complementen, salvo que se trate 

Territorial o los instrumentos que lo desarrollen y 
complementen.

en los términos del artículo 37 de la Ley 9ª  de 1989 

que ocupen total o parcialmente el espacio público.
Artículo 8°. 

. En los municipios y distritos que cuenten 

de interés social que se ubiquen en asentamientos 

alcalde mediante acto administrativo.
Artículo 9°. En los municipios o distritos donde 

esta ley para establecer la curaduría cero.

Artículo 10. . En 

nomenclatura para el acceso a las redes domiciliarias 
de los servicios públicos para todas las unidades de 

Artículo 11. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

República,

la República,

Representantes,
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Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Viceministro Técnico del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, encargado de las 

Crédito Público,

Enrique Gil Botero.
La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,

*.*.*
LEY 1850 DE 2017

(julio 19)

por medio de la cual se establecen medidas de 
protección al adulto mayor en Colombia, se 

599 de 2000 y 1276 de 2009, se penaliza el maltrato 
intrafamiliar por abandono y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Créese un artículo nuevo de la Ley 
1315 de 2009, del siguiente tenor:

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes numerales 
al artículo 28 de la Ley 1251 de 2008, sobre las 

a los adultos mayores.

la institucionalización y la penalización. Ya que es 

por la inserción de estos en la cultura, la transmisión 

familia para con las personas de la tercera edad, 

14. Elaborar un informe anual sobre la 

cada departamento.

Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

que la conducta no constituya delito sancionado 

un menor, una mujer, una persona mayor de sesenta 

se encuentre en estado de indefensión.

quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea 

Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 230. Maltrato mediante restricción a 

la libertad de locomoción a otra persona mayor de 

su cuidado, o en menor de edad sobre el cual no se 

(16) a treinta y seis (36) meses y en multa de uno 
punto treinta y tres (1.33) a veinticuatro (24) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, siempre que la 
conducta no constituya delito sancionado con pena 
mayor.

doméstica, las personas que no siendo miembros 
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unión libre.

Artículo 5°. Adiciónese el siguiente artículo a la 
Ley 599 de 2000:

por parte de la institución a la que le corresponde 

Artículo 6°. Atención inmediata. El Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Salud y Protección 
Social implementará una ruta de atención inmediata 
y determinará los medios de comunicación 

centros de protección especial y demás instituciones 
encargadas del cuidado y protección de los adultos 
mayores.

Artículo 7°. Adiciónanse en el artículo 6°, 

en la Ley 1251 de 2008, los siguientes literales:

p)  Introducir el concepto de educación en la 
sociedad fomentando el autocuidado, la par-

orientados al empoderamiento del adulto 
mayor para la toma de decisiones relaciona-

-
-

rresten los efectos y la discriminación acerca 

las instituciones se den con un enfoque inte-

municipales y departamentales buscando el 

de permitir a los Adultos Mayores y sus fami-
-

-
-

Artículo 8°. Inclúyase en el artículo 7° de la Ley 
1251 de 2008 (Objetivos de la Política Nacional de 

Artículo 9°. Adiciónase un artículo 34A a la Ley 
1251 de 2008, el cual quedará así:

Artículo 34A. Derecho a los alimentos

capacidad económica.

todo lo que es necesario para el soporte emocional 

mayores.

Cumplido este procedimiento el Comisario de 

mayor la demanda de alimentos ante el Juez 
competente.

Artículo 10. 
de la asistencia alimentaria de adultos mayores 

intrafamiliar.
los servicios públicos establecidos para la atención 
de los adultos mayores en condiciones de descuido, 

brinde asistencia alimentaria a estas personas, no 

según las leyes colombianas, están obligados a 
brindar la asistencia alimentaria que los adultos 
mayores requieren.

Artículo 11. 
de la prestación de asistencia profesional y 
alimentaria. Cuando el Estado preste servicios 
públicos que impliquen una asistencia alimentaria 
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y esto conlleve la generación de un gasto a cargo 
del presupuesto público en cualquiera de sus 
niveles nacional, o territorial, o de sus entidades 

según las normas civiles la obligación de brindar 
asistencia alimentaria, se impondrá a su titularidad 

un 100%, los costos que se generen por concepto 
de asistencia alimentaria, y por las demás acciones 

de brindar calidad de vida a los adultos mayores. 
Las entidades públicas liquidarán estas obligaciones 
mediante actuación administrativa que iniciará 

de la obligación de brindar asistencia alimentaria, 
al igual que les comunicará adecuadamente la 

mediante celebración de contrato de transacción o 

pública la obligación dineraria a cargo del responsable 

presunto responsable de la asistencia alimentaria. 

celebrado contrato de transacción, mediante el cual 

una suma de dinero por concepto de la suplencia en 
el cumplimiento de asistencia alimentaria, podrá 
en los términos del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

coactivo para lograr el recaudo de las sumas de 
dinero, las cuales al ingresar al tesoro de la entidad 
o de la Nación, serán prioritariamente destinadas al 

para brindar asistencia a población de la tercera 
edad.

Artículo 12. 
de la tercera edad. En los municipios, distritos y 
departamentos, de acuerdo con su tradición y cultura, 

y operación de Granjas para Adultos Mayores, 
para brindar en condiciones dignas, albergue, 
alimentación, recreación y todo el cuidado que los 
usuarios requieran. Para este propósito se podrán 
destinar recursos del gasto social presupuestado 
para la atención de personas vulnerables.

de las Granjas para Adultos Mayores, durante 
los seis meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, Agencia Nacional de Tierras y 
el Consejo Superior de uso de Suelo, el Instituto 

y el 
Ministerio de Salud y Protección Social, generarán 
los lineamientos técnicos necesarios para la 

para Adultos Mayores.

asistencia técnica agropecuaria podrán incorporar en 
sus planes de asistencia técnica y planes operativos, 
el acompañamiento y asistencia permanente a los 
proyectos desarrollados que en materia agrícola, 
pecuaria, silvícola y ambiental se desarrollen en las 
Granjas para Adultos Mayores.

Artículo 13. Inmuebles destinados a la operación 
de las Granjas para Adultos Mayores. Las entidades 
del orden nacional y departamental, en armonía con 
lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley 1551 de 2012, 
podrán ceder inmuebles a las entidades territoriales 

Granjas para Adultos Mayores.

Impuestos y Aduanas Nacionales de Colombia 
(DIAN), podrá ceder a título gratuito para la creación 

Mayores, los bienes muebles e inmuebles de su 

la cancelación de algún tipo de obligación tributaria. 
Igualmente, esta entidad podrá destinar los muebles 
o la mercancía retenida a cualquier título en el 
desarrollo de sus competencias administrativas, 

de las Granjas para Adultos Mayores.

el Gobierno nacional podrán ceder a título gratuito 

Granjas para Adultos Mayores, los bienes muebles 

gratuito un bien mueble o inmueble de propiedad 
de una entidad pública a una entidad territorial, 

su necesidad de adquirir el bien para la operación 
de una Granja para Adultos Mayores, igualmente 

Banco de Programas y Proyectos de la entidad, 

montaje y operación de la granja, y también se 

cumplidos al momento de la entrada en operación, 

9° de la presente ley.

Artículo 14. 
personas de la tercera edad. 
del Ministerio de Salud y Protección Social y las 
Secretarías Municipales de Desarrollo Social, o 

Policía Nacional, impulsarán la creación de Redes 
Sociales de Apoyo Comunitario a las personas de la 
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de comunicación que brinden la posibilidad de 

oportuna, ante la ocurrencia de eventos de abandono, 

algún adulto mayor.

687 del 15 de agosto de 2001. El cual quedará así:

í
ízase a 

las asambleas departamentales y a los concejos 
distritales y municipales para emitir una 

el bienestar del Adulto Mayor, como recurso 

construcción, instalación, adecuación, dotación, 

Bienestar del Anciano y Centros de Vida para 

de los Centros de Bienestar del Anciano, sin 
perjuicio de los recursos adicionales que puedan 

cooperación internacional.

los Centros de Bienestar del Anciano y Centros Vida 
de su Jurisdicción, en proporción directa al número 

se atiendan en estas instituciones.

artículo 5° de la Ley 687 de 2001, el cual quedará 
así:

° °

El Gobernador o el Alcalde municipal o Distrital 

jurisdicción, dando cumplimiento a lo relacionado 

dependencia competente, la ejecución de los 
proyectos que componen los Centros Vida, Centros 
de Bienestar del Anciano y Granjas para adulto 
mayor, creando todos los sistemas de información 

realizada por estos.

reconocidas para el manejo de los Centros Vida, 
Centros de Bienestar del Anciano y Granjas para 

tercera edad.

Artículo 17. Adiciónese un literal al artículo 7° 
de la Ley 1276 de 2009, el cual quedará así:

alimentación, recreación y todo el cuidado requerido 

contar con asistencia permanente y técnica para 

Artículo 18. . La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga las que le sean 
contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la 
República,

EL Secretario General del Honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la Honorable Cámara de 
Representantes,

El Secretario General de la Honorable Cámara de 
Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Enrique Gil Botero.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

El Ministro de Salud y Protección Social,
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LEY 1851 DE 2017
(julio 19)

por medio de la cual se establecen medidas en 

colombiano.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

GENERALIDADES
CAPÍTULO I

De la pesca ilegal
Artículo 1°. Objeto La presente ley tiene por 

objeto contribuir a prevenir, desalentar y eliminar la 
pesca ilegal y el delito de ilícita actividad de pesca 
en el territorio marítimo colombiano.

Artículo 2°. La presente 
ley rige en el territorio colombiano y aplica a las 
personas naturales, jurídicas y a las sociedades de 

no se aplican a la pesca de subsistencia establecida 
en la ley y reglamentada por la autoridad pesquera.

considerará que la pesca de subsistencia es aquella 

pesqueros en pequeños volúmenes, parte de los 

dos años, para los pescadores artesanales marítimos 

Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca.
Durante este tiempo, los pescadores artesanales 

de no ser poseedores del permiso que los acredite 
con esta calidad ante la Aunap.

marítimos colombianos que deseen poseer esta 
condición.

Artículo 3°. 
pesca.

colombiano sin el permiso de las autoridades 
competentes o que incurra en las conductas descritas 
en el artículo 54 de la Ley 13 de 1990.

El delito de ilícita actividad de pesca corresponde 

Código Penal Colombiano o las normas que lo 

Artículo 4°. 
 

El Estado es el titular de la potestad sancionatoria 

en materia de pesca representado por la Autoridad 
Nacional de Acuicultura y Pesca (Aunap), y la 
Secretaría de Agricultura y Pesca del departamento 

Santa Catalina, sin perjuicio de las competencias 
establecidas por ley a otras entidades administrativas. 

de la autoridad ambiental competente.

lugar, en concordancia con la normativa vigente, 
que aplicarán las autoridades de acuerdo con su 
competencia.

TÍTULO II
PROCEDIMIENTOS Y SANCIONES

CAPÍTULO I
Disposiciones administrativas y penales

Artículo 5°. Disposición de productos pesqueros, 
 Las 

autoridades pesqueras, sin perjuicio de las acciones 
de cadena de custodia y demás actividades en 
el ámbito del proceso penal, en el marco de sus 
competencias, dispondrán de manera inmediata 
de los productos decomisados que sean altamente 
perecederos.

Los productos pesqueros, equipos, artes 
y aparejos de pesca no reglamentarios serán 

la autoridad competente, en tanto que las artes y 
aparejos de pesca reglamentarios que pudiesen 
eventualmente encontrarse a bordo de la nave 

la actividad de pesca ilegal podrán ser donados a 

de comodato podrán entregarlos a asociaciones, 

artesanales colombianos legalmente constituidas, 
sin antecedentes administrativos o penales.

la constitución de una garantía por los productos 
pesqueros, equipos, artes y aparejos de pesca 

establecido en el artículo 2.16.15.3.12 del Decreto 
número 1071 de 2015.

los productos decomisados altamente perecederos, 

pesqueros se realice por la Armada Nacional, la 
Autoridad Pesquera podrá donarle a esta entidad 

consumo directo, cuando así lo solicite.

consagrado en la Ley 1333 de 2009, o aquellas 
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Artículo 6°. Las sanciones 
que imponga la entidad administrativa titular de la 
potestad sancionatoria serán las establecidas en la 

quedará así:
Artículo 55. Sanciones administrativas.

1.  Conminación por escrito.
2.  Multa.

-

-
cesión o patente.

5.  Decomiso de embarcaciones, equipos o pro-
ductos.

-
tablecimiento.

° de la presente ley. 

° de la presente ley. 

Con relación a lo estipulado en el numeral 
5 del presente artículo sobre el decomiso de 

en cuenta los principios de la Ley 1437 de 
2011, especialmente los relacionados con 
proporcionalidad y la viabilidad económica de la 
administración de la embarcación.

realizando pesca comercial industrial o artesanal 

las sanciones económicas que se impusieran en 

la medida en que se demuestre su culpabilidad 

los Capitanes y Armadores de las embarcaciones 

sus competencias.
Artículo 8°. 

sancionatorio. Sin perjuicio de las acciones 

siguiente manera:
En audiencia se presentarán las circunstancias 

las posibles normas violadas y las consecuencias 

desarrollo de la actuación. Acto seguido se concederá 

lo represente, para que presenten sus descargos, 

aportar pruebas y controvertir las presentadas por la 
entidad.

Surtida la etapa anterior, mediante resolución 
motivada en la que se consigne lo ocurrido en 
desarrollo de la audiencia, y la cual se entenderá 

a decidir sobre la imposición o no de la respectiva 

los recursos de ley, contenidos en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. La decisión sobre los recursos se 

caso la apelación deberá ser resuelta por el Director 
de la Aunap.

se regirá por la Ley 1437 de 2011, o las normas que 

Artículo 9°. 
 En las actuaciones sancionatorias 

administrativas objeto de la presente ley, las 

Viena de 1963, artículo 5° literal j). Cuando se 

diplomática, en virtud del principio de reciprocidad.
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Artículo 10. Si dentro 
de la actuación administrativa se demostrare la 

de pesca ilegal, además de las sanciones, los 
responsables deberán cubrir los gastos generados 
con el procedimiento de la imposición de las 

muellaje, entre otros.
Artículo 11. 

autoridad competente. Adiciónese el siguiente 

2011:

Parágrafo 3°

para ponerlos a disposición ante las entidades 
competentes.

En este caso, la puesta a disposición de las 
personas capturadas durante la interdicción 

desarrollarse en el menor tiempo posible, sin que 

Artículo 12.  Para 

en un proceso penal por actividades ilícitas de 

sujetos a medidas cautelares descritos en el numeral 
2 del artículo 6° de la Ley 1615 de 2013 en relación 
con el Fondo Especial para la Administración de 
Bienes de la Fiscalía General de la Nación o normas 

corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o 

administración cause detrimento, perjuicio o gastos 
desproporcionados con su valor comercial a la 

tengan sobre ellos los sujetos pasivos o los terceros 

Los recursos producto de la venta anticipada de 
los bienes descritos en el numeral 2 del artículo 6° 
de la Ley 1615 de 2013 deberán ser depositados en 
una subcuenta creada por el Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la Fiscalía General de 

artículo 3° de la Ley 1615 de 2013.

En lo correspondiente a las competencias a cargo 
de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 

dará aplicación al Decreto número 2685 de 1999, o 

se pondrá a disposición de esta entidad de manera 
inmediata a la retención de la nave, embarcación 

retenga.

Artículo 13. Disponibilidades presupuestales. 
En todo caso, la implementación y desarrollo de las 
actividades de la presente ley deberán atenderse de 

apropiaciones presupuestales disponibles, acordes 

las entidades que les corresponda desarrollarlas por 
competencia, además del cumplimiento de todos los 

Artículo 14. . La presente ley rige a 

disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la 
República,

El Secretario General del Honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la Honorable Cámara de 
Representantes,

El Secretario General de la Honorable Cámara de 
Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro del Interior,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Enrique Gil Botero.



G  599 Jueves, 27 de julio de 2017 Página 13

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

El Viceministro de Ambiente, encargado de las 

Desarrollo Sostenible,

*.*.*

LEY 1852 DE 2017
(julio 21)

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación y el Congreso de la 

República se asocian a la conmemoración y rinden 

Andaquíes, en el departamento del Caquetá, con 

Artículo 2°. El Gobierno nacional y el Congreso 

y ciudadanos oriundos del municipio de Belén de 

invaluable aporte al desarrollo social, ambiental 

mediante comisiones integradas por sus miembros 

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno nacional 

artículos 288, 334, 339, 341 y 345 de la Constitución 
Política y de las competencias establecidas en la Ley 
715 de 2001, asigne en el Presupuesto General de la 

promotoras del desarrollo regional, de interés 

del municipio de Belén de los Andaquíes.
-

cidad para 5.000 personas y Malecón sobre el 
río Pescado.

2. Pavimentación de la carretera que comunica 
a Belén de los Andaquíes con los caseríos de 
Aguadulce, El Portal, La Mono, Puerto Torres 

3. Construcción de un megacolegio en el área 
urbana del municipio.

4. Construcción del Plan Maestro de Acueduc-
to y Alcantarillado, Urbano y Rural, para el 

 municipio de Belén de los Andaquíes, depar-
tamento del Caquetá.

Artículo 4°. En el ámbito de sus competencias, 
las Entidades Públicas encargadas de proteger y 
promover el patrimonio cultural, social, ambiental 

protección y desarrollo de todas aquellas actividades 

Andaquíes.

Artículo 5°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto 

otorgadas al Gobierno nacional se incorporarán en 
el Presupuesto General de la Nación, de acuerdo 
con las normas orgánicas en materia presupuestal, 
reasignando los recursos en cada órgano ejecutor, sin 
que ello implique un aumento del presupuesto, y de 

y la celebración de convenios interadministrativos 
entre la Nación, el departamento del Caquetá y el 
municipio de Belén de los Andaquíes.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la 

El Presidente del Honorable Senado de la 
República,

El Secretario General del Honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la Honorable Cámara de 
Representantes,

El Secretario General de la Honorable Cámara de 
Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 21 de julio de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro del Interior,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

La Ministra de Educación Nacional,

El Ministro de Transporte,
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O B J E C I O N E S  P R E S I D E N C I A L E S
Ley 819 de 2003 (orgánica). Los tratamientos de 

estima lo requiere, pueden llegar a costar cerca de 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público durante el 
trámite legislativo. Esto se traduce en un riesgo para 
la atención de los servicios de salud a los que accede 
toda la población, y que tienen un costo cercano a los 

recursos tendrían que destinarse, según el número 
estimado de parejas potencialmente concernidas, 
a atender el costo asociado a los tratamientos de 

3. Objeciones de inconstitucionalidad por 

establecidos en los artículos 48 de la Constitución y 
6º de la Ley Estatutaria en Salud. El proyecto de ley 

a la salud de una gran parte de la población (cerca 

de salud a un pequeño grupo de la población 

objetivo perseguido.
4. Objeciones de inconveniencia, pues el país 

cuenta con una Política Nacional de Sexualidad 
y Derechos Sexuales y Reproductivos 2014-2021 
(PNSDSDR) y una Política de Atención Integral 
en Salud.

A continuación se desarrollan cada uno de los 
anteriores argumentos.

I. Violación de la ley estatutaria de salud, la 
cual hace parte del bloque de constitucionalidad, 
y de la democracia participativa como pilar 
fundamental del Estado social y democrático de 
derecho (argumentos de inconstitucionalidad)

El proyecto de ley cuyo análisis nos ocupa 

desconocimiento de lo establecido (i) en los artículos 
1º y 2º de la Constitución y (ii) en el artículo 15 
de la Ley 1751 de 2015, “por medio de la cual se 

otras disposiciones” (también conocida como Ley 

bloque de constitucionalidad.
El proyecto de ley tiene por objeto establecer 

lineamientos para el desarrollo de la política pública 

parámetros de salud reproductiva. En ese sentido, se 
ordena el establecimiento de esquemas de atención, 

En particular, el artículo 4º del proyecto dispone 
que 

OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL 
PROYECTO DE LEY 082  

DE 2015 CÁMARA, 123 DE 2016 SENADO 
por medio de la cual se establecen los lineamientos para 

Bogotá, D. C., miércoles, 19 de julio de 2017
DOCTOR
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente
CÁMARA DE REPRESENTANTES
Bogotá, D. C.
Asunto: Objeciones presidenciales al Proyecto de 

ley 082 de 2015 Cámara, 123 de 2016 Senado, “por 
medio de la cual se establecen los lineamientos para 
el desarrollo de la política pública de prevención 

Respetado Presidente:
Sin la correspondiente sanción ejecutiva, y de 

166 y 167 de la Constitución Política, el Gobierno 

inconveniencia e inconstitucionalidad el Proyecto de 
ley 082 de 2015 Cámara, 123 de 2016 Senado, “por 
medio de la cual se establecen los lineamientos para 

de la infertilidad y su tratamiento dentro de los 

Razones para objetar el proyecto
1. Objeciones por inconstitucionalidad por 

violación de la Ley Estatutaria de Salud y del 
principio de democracia participativa como pilar 
fundamental del Estado Social y Democrático de 
Derecho, teniendo en consideración que el proyecto 
de ley incumple los mandatos de los artículos 1º y 
2º de la Constitución Política y el artículo 15 de la 

de constitucionalidad. 
En este sentido, cabe poner de presente que la 

iniciativa legislativa desconoce la competencia 
asignada al Ministerio de Salud y Protección Social 
y el procedimiento establecido por el legislador 

adopción de estas decisiones.
2. Objeciones por inconstitucionalidad e 

inconveniencia por vulneración del principio de 
 El proyecto de ley contraría 

lo dispuesto en los artículos 334 de la Constitución, 
5º y 6º de la Ley Estatutaria de Salud y 7º de la 
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infertilidad mediante técnicas de reproducción 

 
bajo el cumplimiento de ciertos requisitos como la 

de la pareja.
Lo anterior implica el desconocimiento de 

las reglas establecidas en la Ley 1751 de 2015 

recursos públicos. Y es que a partir de las normas 

que el legislador ordinario carece de competencia 

la Constitución, y de acuerdo con la jurisprudencia 
constitucional1-, la Ley Estatutaria en Salud (LES) 

que regula asuntos relativos “
fundamentales de las personas y los procedimientos 
y recursos para su protección”.

Por otra parte, el legislador desconoció uno de 
los pilares del Estado Social y Democrático de 
Derecho, cual es la democracia participativa. 
Esto, teniendo presente que, tanto para el 

como para la ampliación progresiva de los 

debían adoptarse previa aplicación de un 

colectivo, participativo y transparente que debía 

pequeño grupo de la población con un altísimo costo 

recursos limitados para cuestiones que la población 
puede considerar más prioritarias, en ejercicio del 

estatutaria.
1. Contexto: avances del sistema y el artículo 15 

de la Ley Estatutaria en Salud (LES) la LES
Tanto el Sistema General de Seguridad Social 

en Salud creado con la Ley 100 de 1993, así como 

1 Ver Sentencias C-582 de 1999 y C-400 de 2013.

autónomo2, a través del desarrollo jurisprudencial 

inconstitucionalidad adelantadas contra las leyes 

Sistema3.
En materia de cobertura, y en desarrollo del 

gran importancia. En 1993, solo una cuarta parte 
de la población tenía algún tipo de protección 
en salud y el aseguramiento de la población más 
pobre era incipiente. En el año 2015, 97 de cada 
100 colombianos ya se encontraban asegurados 
en salud4.

ampliación sustancial y continua en el acceso a los 
servicios y tecnologías en salud. Así, por ejemplo, 
(i)

incluidas (NO POS), bajo el cumplimiento de ciertos 
requerimientos de necesidad; (ii) se pasó de dos 

con capacidad contributiva y otro para la población 

para toda la población5; y (iii)
manera considerable y progresiva el contenido del 

6.
Lo anteriores avances -sumados a otros en materia 

de solidaridad contributiva y en el mejoramiento 
2 

una atención básica gratuita y obligatoria bajo el cumplimiento de 

Sociales y Culturales -DESC) y que de acuerdo con el caso concreto 

el caso de los sujetos de especial protección constitucional (niños, 

3 

4  

de Salud y Protección Social. Ministerio de Salud y Protección Social, 
agosto de 2015, p. 9. Consultado en línea el 4 de julio de 2017 en 

5 El proceso de igualación de los contenidos del entonces Plan 
Obligatorio de Salud (POS) inició en el año 2009 para los menores 

6 Ley 1751 de 2015, artículo 15.
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de las condiciones de salud de la población7- 

publicado el año pasado (2016). En ese documento, 

importantes logros en materia de aseguramiento y 

el incremento de las consultas preventivas y de la 
protección en salud para la población más pobre 
del país8 “Colombia 

ser conocido internacionalmente”9.
alcanzado la protección 

para casi todos los ciudadanos, y al mismo tiempo 

 más pobres (de 
4.3% en 1993 a 8

10.

y contenido. Esto, en desarrollo de lo establecido en 

salud) de la Constitución, en concordancia con la 
jurisprudencia constitucional y otras disposiciones 
internacionales - Observación número 14 de 200011.

dispuso reglas importantes para delimitar el 

por la Corte Constitucional bajo el entendido de que 
precisamente corresponde al legislador estatutario 

12:
7 Al respecto se puede consular: “Política de Atención integral en Salud. 

Protección Social, enero de 2016. Consultado en línea el 4 de julio de 

8 

en#page4
9 Ibídem.
10 Ibídem.
11 

relación con su garantía.
12 Sentencia C-313 de 2014.

i. 

una que incluya su 

(…)”.
ii. En todo caso, los recursos públicos asignados 

y tecnologías en los que se advierta alguno de los 
 a partir de los 

cuales, 
con esos criterios 

 o la 
autoridad competente que determine la ley ordinaria, 

”. 
También señaló que 

especialidad correspondiente y de los pacientes que 
 potencialmente afectados con la decisión de 

iii. Y que 
la

salud, precisa que bajo ninguna circunstancia 

a los recursos públicos de la salud.

legítima para establecer lo que debe ser asegurado 
por el Sistema, la LES dispuso que:

(i) 
por el Ministerio de Salud y Protección Social, 
después de haber adelantado un procedimiento 

correspondiente y de los pacientes que serían 

(ii) En sentido similar, dispuso que la ampliación 

de carácter público, colectivo, participativo y 
transparente.

la LES dispuso adicionalmente que el Ministerio 

para su implementación, dentro de los cuales podría 
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desarrollar el mecanismo técnico, participativo y 

salud.
Así, mediante la Resolución 330 del 14 de 

participativo, de carácter público, colectivo y 
transparente para la aplicación de los criterios 

periódicamente la lista de tecnologías que no 

1 2. Análisis técnico-
3. Consulta a pacientes potencialmente 
4. Adopción y publicación de las 

13.
Respecto del procedimiento para la ampliación 

progresiva

participativo y transparente que el legislador 
estatutario instauró como requisito previo y 

Con estos elementos presentes, resulta acertado 
sostener que el Sistema de Salud se encuentra 

en general y los pacientes en especial, puedan 

de decisiones que inciden en el contenido y alcance 

En este nuevo sistema, la adopción de medidas 
aisladas en materia de inclusiones o exclusiones 
implica un claro desconocimiento de la Ley 
Estatutaria en Salud
de una ley ordinaria por parte del Congreso de la 

inconstitucional.
2. El artículo 15 de la LES es estatutario (C-

313 de 2014). Las normas estatutarias hacen parte 

de exclusiones y la ampliación progresiva de 

derecho fundamental a la salud en materia de 

El proyecto de ley que se objeta es violatorio de 
lo dispuesto en el artículo 15 de la LES al que se 

carácter estatutario.
La jurisprudencia de la Corte Constitucional 

Constitución impusieron una regulación legal 
13 

del 5 de junio de 2017 del Ministerio de Salud y Protección Social.

mayor grado de permanencia en el ordenamiento 

consenso ideológico y participación política con la 
intervención de minorías y con plena conciencia 
sobre su aprobación14.

tiene reserva de ley estatutaria. En la sentencia 
C-007 de 2017 el alto tribunal constitucional reiteró 

15

al mismo16
17

18

misma providencia, la Corte dispuso que “(…)  los 

cercanos a su núcleo esencial19 es decir, los aspectos 
14 Sentencia C-756 de 2008.
15 En la sentencia C-993 de 2004 M. P. Jaime Araújo Rentería la Corte 

posibilidad de que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 

16 

reglamentado integralmente las veedurías ciudadanas. En la decisión, 

términos constitucionales, mediante el trámite de ley estatutaria 

Caballero.
17 C-162 de 2003 M.P. Eduardo Montealegre Lynett. En esta providencia 

la Corte estableció que leyes estatutarias se ocupan de la estructura 
general y de los principios básicos establecidos por el constituyente 
sobre estas materias pero no del desarrollo integral y detallado de cada 
una de ellas.

18 En la sentencia C-620 de 2001 M. P. Jaime Araújo Rentería la Corte 

la normatividad que regula esencialmente (en su núcleo esencial), un 
tema de los que enumera el artículo 152 de la Constitución amerita 
trámite estatutario, sino también aquella que lo regula de manera 

19 

de modo que las leyes estatutarias no deben regular en detalle cada 

aspectos que tengan que ver con su ejercicio. (...) Una segunda 

que es competencia del legislador estatutario desarrollar aspectos 
importantes del núcleo esencial, con lo que parece sugerirse que tal 
núcleo es delineado tanto por el constituyente como por el legislador 
estatutario. Algunos de los asuntos importantes del núcleo esencial que 
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 delimitado por la 
Constitución20.

Al respecto, cabe reiterar que la Ley 1751 de 
2015, 
fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones” 
(LES), 
esencial del derecho fundamental a la salud y 

tal como lo señaló la Corte Constitucional en la 
En esa oportunidad, la 

la 

es estatutaria:21

“5.2.15.3. Consideraciones de la Corte sobre el 
artículo 15

Esta disposición al establecer importantes 

estatutario.
en materia de control de 

constitucionalidad de una ley ordinaria frente 
al contenido de una ley estatutaria, la Corte 

reiterada22

orgánicas que, al tener un rango normativo superior 
a las leyes ordinarias, sirven como parámetro 
necesario para la creación legal y para el control 
constitucional, y que, por lo tanto, integran el 
de constitucionalidad:

“

stricto sensu, conformado por aquellos principios 

noción lato sensu del bloque de constitucionalidad 

20 

la jurisprudencia constitucional mencionada, que la reserva de ley 

solamente los elementos estructurales esenciales, iii) que regulan de 

contenidos más cercanos al núcleo esencial, v) que regulan aspectos 

núcleo esencial, vi) cuando el legislador asuma de manera integral, 

la estructura general y principios reguladores pero no al desarrollo 

M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
21 

citado en el presente escrito.
22 Ver sentencias C-582 de 1999, C-400 de 2013, entre otras.

Por lo tanto, si una ley contradice lo dispuesto en 

en principio, los actores tienen entonces razón en 

aquella con normas contenidas formalmente en la 
Constitución.”23

a partir de su comparación con otras disposiciones 

constitucional, como es el caso de las leyes 
estatuarias y orgánicas, las cuales no pueden ser 
desconocidas por las leyes ordinarias. De presentarse 

de constitucionalidad, “en tanto la Constitución 
termina presuntamente vulnerada, a partir de 

respecto de las leyes orgánica y estatutaria”:

bloque de constitucionalidad permiten controlar 

la Carta, sino a partir de su comparación con otras 

de dar un alcance pleno de la norma superior con la 
interpretación complementaria de ciertas leyes para 

norma enjuiciada.

y estatutarias, caracterización constitucional no 

estas, cuando ciertas materias únicamente pueden 
De presentarse 

 
en tanto la Constitución termina presuntamente 
23 Sentencia C-582 de 1999.
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estatutaria”.
C-400 de 2013.

En ese sentido, 
15 de la LES regula materias estatutarias, su 
contenido constituye un referente constitucional 

por el 
legislador ordinario. Por lo tanto, la violación de la 

la transgresión 
de la Constitución.

complementan
pueden abordarse de forma aislada: i) por 

ii) por otra, lo relativo al 
procedimiento que debe seguirse para poder ampliar 

amplíen, así como la ampliación de determinado 
servicio o tecnología en salud por el legislador 
ordinario impediría su inclusión en el listado de 

ajustado a la Constitución que la LES estableciera 
i) 

ii) para la 

Por lo tanto, el proyecto de ley en cuestión resulta 
contrario a los mandatos del legislador estatutario 

sobre competencia y procedimiento en materia de 

en salud.

exclusiones corresponde al Ministerio de Salud 
y Protección Social: elemento estructural del 
derecho fundamental a la salud. (Desconocimiento 
del art. 15 de la LES que hace parte del bloque de 
constitucionalidad)

El proyecto de ley que se objeta desconoce que 

limitando el acceso a las prestaciones de salud 
que no cumplen con cualquiera de los requisitos 
establecidos en el artículo 15: 

o suntuario no relacionado con la recuperación o 

Así, en la medida en que se establece la 
obligación de que el Sistema de Salud garantice y 

Social, como líder de la política pública en salud, 
para establecer el listado de servicios de salud que 

sistema.
Por consiguiente, el proyecto de ley estaría 

impidiendo al Ministerio de Salud establecer 
si alguno o varios de los tratamientos para la 

causales establecidas en el artículo 15 de la LES.

vinculante y el objetivo que tiene una ley estatutaria 
como la LES, que no es otro que el de otorgar 
elementos jurídicos estables y claros a los ciudadanos 

la salud. El sistema de salud y el tránsito hacia 
la concepción integral de la salud no es viable 
si no se hace con fundamento en reglas claras, 

En este orden de ideas, el Gobierno nacional 
considera que el legislador desconoció el artículo 

la LES al Ministerio de Salud y Protección Social en 

4. El procedimiento para ampliar 

participativo y transparente: elemento estructural 
del derecho fundamental a la salud. (Violación de 
los arts. 1° y 2° de la C. P. y desconocimiento del 
art. 15 de la LES)

público, colectivo, participativo y transparente que 

agotarse para poder delimitar el contenido del plan 

Esta disposición tiene una relevancia especial que 

salud. Por ejemplo, en la Observación General No. 

Económicos, Sociales y Culturales de la ONU se 
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señaló: “otro aspecto importante es la participación 
de la población en todo el proceso de adopción 
de decisiones sobre las cuestiones relacionadas 
con la salud en los planos comunitario, nacional e 
internacional”24.

para la promoción de la salud:

son de importancia capital” para el mejoramiento 
de la salud, aunque fue en el decenio de 1960 y a 

de la participación de las comunidades en los 

para la población. En esos proyectos, la aportación 

asumieron importantes responsabilidades (1). En 
1978, la plena participación de la comunidad en 
la pluridimensional labor de mejora de la salud 

en pro de la salud para todos. En 1986, la Carta 

el fortalecimiento de la acción comunitaria como 

25.
En el plano interno, la Corte Constitucional 

 Así 

que ordenó a la entonces Comisión de Regulación 

del sistema de salud:
“3.3.10. Concretamente, la jurisprudencia 

(…)
procesos de 

24 

en 1985 por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 

Económicos Sociales y Culturales.
25 

mundo 2013 - Investigaciones para una cobertura universal. Capítulo 
3: Participación de la comunidad en la salud pública, p. 47.

considerado inaceptable constitucionalmente 
“que no abra espacios de 

participación para las diferentes etapas del plan”, o 
(ii) que sí brinde espacios, pero estos sean inocuos 
y solo prevean una participación intrascendente. 

(…)”
(…)
3.3.14. En conclusión, la faceta prestacional y 

 (1) la 

que 
contemple mecanismos de participación de los 
interesados.” 

un procedimiento en el que participen los pacientes, 

transparente, tiene una relevancia especial que 

sino también sobre su ampliación.
Así, el proyecto de ley se encuentra en 

contravención de lo dispuesto en el artículo 15 
de la LES, así como también de los principios 
constitucionales sobre participación democrática 

de Derecho es “(...) facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan (...)”.

La destinación de recursos de la salud para 

costo representativo para el sistema- es un asunto 

participar en la toma de esta clase de decisiones que 

En consecuencia, el legislador ordinario 
desconoció un elemento estructural del derecho 
fundamental a la salud, cual es el mecanismo 

 y para 
establecer las prestaciones en salud que serán 

5. Conclusiones preliminares sobre el punto I
En materia de prestaciones de salud, la amplia 

se encuentra restringida, en este caso, para la 
tratamientos 

de infertilidad mediante técnicas de reproducción 
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humana asistida o Terapias de Reproducción 
Asistida (TRA).

En desarrollo directo de la Constitución Política 
-por disposición estatutaria- se asignó la competencia 

de un órgano distinto del Congreso de la República, 
esto es, el Ministerio de Salud y Protección Social. 
En consecuencia, no resulta acorde con ello la 

cubiertas por el sistema a través de leyes ordinarias. 

carácter de  para 

salud, según lo determinado por la mencionada LES 

en la sentencia C-313 de 2014.

no resulta inconstitucional”.
Por lo tanto, no se considera conveniente, 

ni viable constitucionalmente, que por la vía 

directa inclusiones de prestaciones de salud. Ello 
derivaría en (i) un desajuste del esquema para el 

Salud adoptado por una ley estatutaria, (ii) una 

institucional colombiano al Ministerio de Salud y 
Protección Social y (iii)

26.

de inconveniencia y de inconstitucionalidad)

contravención de lo dispuesto en el artículo 334 de 
la Constitución, en los artículos 5 y 6 de la LES y 
el artículo 7 de la Ley 819 de 2003 (orgánica), al 

de Seguridad Social en Salud.

inconveniente para los ciudadanos y la sostenibilidad 

que además deviene inconstitucional.
1. La importancia de la sostenibilidad 

Desconocimiento de normas orgánicas (Ley 819 
26 Artículo 2°. . El Ministerio de Salud y Protección Social, 

el artículo 59 de la Ley 489 de 1998 cumplirá las siguientes:(...)

de 2003) y estatutarias (Ley 1751 de 2015 -LES) 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad.

A continuación se aborda en aparates 
independientes los argumentos sobre (i) la violación 
de los artículos 334 de la Constitución y 6 de la LES 
y (ii) de los artículos 7 de la Ley 819 de 2003 y 5 de 
la LES.

 1.1 El artículo 334 de la Constitución y el 
artículo 6 de la LES

General de Seguridad Social en Salud por dos vías: 
primero, por el artículo 334 de la Constitución que 

por otra parte, el artículo 6° de la Ley 1751 de 2015 

salud.

334 de la Constitución Política, la sostenibilidad 

desarrollo y preservación de un ambiente sano.

el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que 
tuvo la iniciativa de presentar ante el Congreso de 
la República el Acto Legislativo 03 de 2011 que dio 
lugar a la inclusión del criterio de sostenibilidad 

el progreso económico y social de un país en la 

una determinada y limitada capacidad para 
recaudar ingresos y para acceder a recursos 

mantenerse o sostenerse en el tiempo, de manera 
que en el mediano y en el largo plazo se logren 

, como la reducción 

estable. En otras palabras, el Gobierno protege la 

adopta en el presente no socava su capacidad para 
seguir gastando en la promoción de los derechos 
sociales y en los demás objetivos del Estado en el 
mediano plazo27

334 de la Constitución, la sostenibilidad no es una 
responsabilidad privativa de la rama ejecutiva del 
poder público, sino que debe orientar el ejercicio 
27 

 Bogotá D.C., Colombia. 
 No. 3, enero 2011, Códigos JEL: H11.E21, 131, p. 3.
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de las competencias de todas las Ramas y Órganos 

establece:

de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la 
producción, distribución, utilización y consumo de 

en un 
 el mejoramiento de 

sano. 

(…)

sus competencias, en un marco de colaboración 
armónica. (...)”

En consecuencia, el criterio de sostenibilidad 

de las ramas del poder público, impone a todos los 

sobre la importancia de que el gasto público sea 

supere los ingresos disponibles o la capacidad de 
pago que tiene el Estado.

Bajo este entendimiento, el criterio debe ser 

las garantías constitucionales y la (limitada) 
disponibilidad de recursos públicos en el tiempo para 
su cumplimiento. Así las cosas, la sostenibilidad 

atañe al Congreso de la República, y no puede 
ser obviada en el ejercicio de sus funciones 
constitucionales.

Por su parte, la LES dispuso en el artículo 6º lo 
siguiente sobre la sostenibilidad:

“Artículo 6º. Elementos y principios del derecho 
fundamental a la salud.

i) Sostenibilidad
los medios que la ley estime apropiados, los 

fundamental a la salud, de conformidad con las 

(…)”.

En consideración a lo anterior, el legislador 
estatutario estableció que para asegurar 

vacíos de imposible cumplimiento.
Vale la pena señalar que en materia de salud 

el Sistema son limitados. Si bien es deseable contar 

la sostenibilidad del Sistema y poner en riesgo 

Siendo ello así, el Gobierno no encuentra 
destinar y priorizar cuantiosos 

sin el respaldo de criterios de orden 
, y en abierta oposición a la 

sostenibilidad establecida en la Constitución y en 
la Ley Estatutaria de Salud.

En el punto No. 2 del capítulo se detallan las 

para todas las parejas que se estima cuentan con 

32,5% del total de los recursos que se destinan al 

6° de la LES, como se ampliará más adelante.
1.2. El proyecto de ley desconoce disposiciones 

orgánicas (Ley 819 de 2003) y estatutarias (Ley 
1751 de 2015-LES) que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad

La contravención al principio de la sostenibilidad 

desconocimiento de disposiciones orgánicas y 

bloque de constitucionalidad, en tanto regulan 
asuntos de especial relevancia constitucional que 
tienen un rango superior al de las leyes ordinarias.

En este caso, el proyecto de ley objetado contraría 
de manera directa el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003 (orgánica) y el artículo 5° de la Ley 1751 de 

De acuerdo con lo establecido en el 
7° de la Ley 819 de 2003 (norma orgánica), los 
proyectos de ley que generen gastos deben incluir 
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“
normas. 
cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que 

.

frente a la consistencia de lo dispuesto en el inciso 

Gaceta del Congreso.

 

En el trámite del Proyecto de ley 082 de 2015 
Cámara, 123 de 2016 Senado, no se atendió esta 
premisa, en tanto el Congreso durante el trámite 

parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

conceptos publicados en la Gaceta del Congreso 

Así, se incumplió el deber que tiene el legislador 

servicios, tal como lo dispone el artículo 334 
constitucional y el artículo 6° de la LES, que 

proyecto de ley presentado y publicado en la Gaceta 
del Congreso 611 de 2015.

Aunado a anterior, se constata que el legislador 
desconoció lo dispuesto en el 
5º de la Ley 1751 de 2015 (LES) que impone al 
Estado la obligación de adoptar las regulaciones y 

obligación a ninguna de las ramas del poder público.

“Artículo 5º. Obligaciones del Estado. El Estado 

(...)
i) Adoptar la 

 y  

necesidades en salud de la población. [Subrayas 

En este orden de ideas, resulta necesario señalar 

sostenible del Sistema de Salud.

28 de pesos para el 
aseguramiento de alrededor de 44.5 millones de 

En contraste con ello, el estudio que se cita en el 
siguiente capítulo estima un gasto promedio para el 

billones si se tiene en cuenta que por término medio 
en un tratamiento se llevan a cabo de tres a cuatro 
ciclos de inseminación, debido a que la mayoría 

ciclos de tratamiento.
Lo anterior, en un universo que solo incluye a la 

población de estrato 1 socioeconómico, objeto del 

siguiente capítulo, costo que podría multiplicarse y 

la población general, como lo plantea el proyecto de 
ley en consideración.

Tal impacto pone en riesgo la sostenibilidad del 
Sistema y las coberturas alcanzadas en términos 

legales vigentes, puesto que el proyecto de ley 

para el Sistema, el cual, además, de acuerdo con 
las estimaciones se encuentra apenas equilibrado, 

sin simultáneamente crear nuevas fuentes o 
(i)

 dada la participación de la Nación en la 

Subsidiado; (ii) limita el acceso de la población 
 y tratamientos en 

salud que el Sistema suministra y; (iii) compromete 

, teniendo en cuenta 

28 
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gasto derivadas del crecimiento y envejecimiento 
de la población y de la innovación tecnológica, 
principalmente.

Visto lo anterior, la inconstitucionalidad e 

corresponsabilidad que le imponen normas de 

 de los costos 
incorporados y la sostenibilidad del Sistema de 
Salud.

Sistema.
El Instituto de Evaluación Tecnológica en Salud 

(IETS), por solicitud del Ministerio de Salud y 

el 

población infértil en Colombia” (última versión 

en caso de que se adoptasen los tratamientos de 
medicina reproductiva de:

sea con semen del cónyuge o la pareja (IAC) o bien 
con semen de donante (IAD).

(ii) Fecundación in vitro con o sin inyección 

ICSI por su sigla en inglés para intracytoplasmic 
sperm injection).

La estimación de los costos de los tratamientos 

la metodología de construcción de casos tipo. 

en salud, en distintos niveles de atención, guardando 

temporal del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud (SGSSS)29. El caso tipo de tratamiento 
se estableció con base en: (i) revisión de Guías de 

Colombia (ver Tabla 1).

29 Faria R., Mejía Mejía A., Moreno M., Faria R., Duarte A., McKenna 
C., et al. Documentos técnicos de apoyo a la construcción del caso 

Tabla 1. Población Objetivo Análisis de impacto 

Población
1. Mujeres Edad Fértil (15-49 años) 13.018.879
A. Mujeres casadas 2.525.663
B. Mujeres en unión libre 4.335.287
2. Total parejas (A+B) 6.860.949

2.394.471
233.272

2.181.782
3. 4.809.525

4. Número de parejas población objetivo (2 -3) 2.051.424

Fuente: cálculos IETS 
Aplicando a esta población las tasas de prevalencia 

pueden ubicarse entre 164.114 y 307.714, como se 
presenta en la Tabla 2.

Tabla 2. Población con la condición de 
infertilidad en Colombia 2015

Parejas
Número de parejas población objetivo 2.051.424

8%
15%

164.114
307.714
235.914

Número de parejas estrato 1 52.609

mínimo de parejas.
Fuente: cálculos propios IETS
En este estudio se trabajó con la población 

promedio dadas por las prevalencias mínima y 

Colombia en el año 2015.
Cabe aclarar que el estudio solo consideró 

los conformados por parejas en estrato 

cuales se estiman en 22.3% del total hogares en 
Colombia30.

trabajó el IETS es de 52.609 parejas.
El IETS encontró que de acuerdo con la 

Reproducción Asistida31

de nueve centros de medicina reproductiva en 

30 Consejo Nacional de Política Económica y Social, Departamento 

D.C., Colombia: Departamento Nacional de Planeación; 2005 Oct 

31 

Registry, 2013. Reprod Biomed Online. 2016 Jun; 32(6):614-25.
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ciclos32

17.6% IIU (IAC + IAD). Dentro de los primeros, los 
centros reportan a esa red que 68% correspondieron 

restante a FIV convencional. Dentro de los segundos, 

más detallada y comparativa con América Latina.
Tabla 3. Distribución de población y los 

tratamientos de reproducción asistida

América Latina Colombia*

Parejas 
Estrato 
1 Infér

tiles
Alta Complejidad 33.772 82,4% 901 82,4% 43.350

FIV 5.173 15,3% 288 32,0% 13.857
ICSI 28.599 84,7% 613 68,0% 29.493

Baja Complejidad 7.213 17,6% 192 17,6% 9.259
IAC 6.250 86,6% 167 86,6% 8.023
IAD 963 13,4% 26 13,4% 1.236

Total 40.985 100,0 
% 1.093 100,0% 52.609

multiplicar el costo de esos procedimientos por la 

Sin embargo, el estudio tuvo en cuenta la distribución 
de población que sería objeto de tratamientos de baja 
complejidad y la que lo sería de alta complejidad. A 

a los distintos tipos de tratamiento.
Dados unos parámetros de asignación de 

poblaciones a los distintos tipos de protocolos en los 

1. En cuanto a los tratamientos de alta 

 el 

43.350. Si el SGSSS suministrara estos tratamientos, 

en un solo ciclo. Este 
monto se obtiene a partir de un costo promedio por 

33.
2. Por su parte, los tratamientos de baja 

complejidad, de las 9.259 parejas que recibirían un 
tratamiento IIU, (baja complejidad), el 86.6% de 
ellas (8.023 parejas) se someterían a un tratamiento 

millones. El 13.4% restante (1.236 parejas), que 

32 

dura entre 4 y 5 semanas.
33 

para pacientes Hiperrespondedoras (Protocolo Antagonistas 

Pobrerrespondedoras (Protocolo Gonadotropinas y Protocolo Corto). 
El costo promedio mencionado se calcula como el costo promedio de 
estos tratamientos.

representaría para el SGSSS de incluir tratamientos 

millones.

al sumar lo expuesto en los dos numerales 
anteriores, sería de $1.004.464 millones, en 
pesos de 2015 en un solo ciclo. El 98% de este 
monto estaría asociado a los tratamientos de alta 
complejidad. No obstante, por término medio en 
un tratamiento IIU se llevan a cabo tres a cuatro 
ciclos de inseminación debido a que la mayoría 

ciclos de tratamiento y, en ese sentido, se intentan 3 
a 4 ciclos de inseminación con inducción ovulatoria. 
Por consiguiente, 

aplica tanto en procedimientos de alta como en 

34.
Cabe aclarar que estos resultados del estudio 

población estimada de estrato 1 (52.609 parejas). No 
obstante, el mismo estudio señala que el número 

 calculado de la inclusión de este 
tipo de tratamientos de medicina reproductiva si se 
asume que, tal como lo estipula el proyecto de ley, 
toda la población tendría acceso al SGSSS para este 
tipo de tratamientos. En un escenario como este, el 
costo .

recordar que -antes de los eventuales impactos 

artículo 334 de la Constitución, en los artículos 5° 
y 6° de la LES y en el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003.

III. 
equidad. (Argumentos de inconstitucionalidad)

El proyecto de ley materia de objeción desconoce 
(i)
artículo 48 de la Constitución y en el artículo 6° de 
la Ley Estatutaria en Salud, así como (ii) el principio 
de equidad establecido en el artículo 6° de la Ley 
Estatutaria en Salud.

Lo anterior, en consideración a que los recursos 

(i) lo cual pone en 
riesgo la prestación del servicio de salud a la mayoría 

del logro perseguido, y (ii)
menor capacidad de pago que son los que demandan 
con mayor necesidad el uso del Sistema.
34 

millones (para 3 ciclos).
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de la Constitución)
En la lectura de la Corte Constitucional el 

“el mejor 

salud para toda la población”35.

de salvaguardar la vida y el bienestar de todas las 

1993, es entendido como la mejor utilización de 

indispensables para el funcionamiento del sistema 

social”36

de costos irracionales en el sistema de salud, que 
puedan ser considerados un obstáculo para el logro 
de la universalidad o de la calidad en la prestación 
del servicio37

Por otra parte, el alto tribunal constitucional 

legislador en el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud (SGSSS) pueden ser objeto de 

constitucional establecer si estas respetan principios 
de superior jerarquía:

“Y de la misma manera que, en sentencias 

constitucional38, es indudable que es también 
una tarea propia de la justicia constitucional 

respetan o no principios constitucionales, como 
35 C-313 de 2014.
36 C-978 de 2010.
37 

de constitucionalidad en la que se pretendía la declaratoria de 

la prestación del servicio de salud en el régimen subsidiado. Si bien 
la Corte encontró que el diseño del sistema era parte de la libertad de 

encontró 

Carta, 

38 Ver, entre otras, las sentencias C-383 de 1999, C-700 de 1999 y C-747 
de 1999.

y solidaridad, o si 
desconocen o no otros mandatos superiores.

(...)

del control abstracto de constitucionalidad de las 

sentido de la decisión, para lo cual, basta recordar 

(...)

abstracto parece ajustarse a la Carta, pueda 

solucionar los problemas de desconocimiento de 

mecanismos judiciales distintos a la acción de 
inconstitucionalidad. Por ello, para que una 

establecer que las situaciones inconstitucionales 

contraria a la Carta 39.

A partir de lo anterior, el Gobierno nacional 
pone de presente que el proyecto de ley bajo estudio 

riesgo la prestación del servicio de salud a la mayoría 

del logro perseguido. Se establecen, de esta manera, 

a la salud de toda la población.
Tal como se señaló en el capítulo precedente, el 

sostenible del Sistema de Salud considerando que: (i) 
40 

de pesos para el aseguramiento de alrededor de 
(ii) de sancionarse el 

39 C-1489 de 2000.
40 
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tratamientos (235.914 parejas).
Aunado a lo anterior, es importante señalar que, 

la tasa 
de éxito de inseminación intrauterina según 
Durán41 es controversial y depende de variables 

embargo, la mayoría de series reportan tasas de 
fertilización 

in vitro, una revisión de la literatura publicada 
por Pelinck MJ en el año 200242 reportó tasas de 
éxito de embarazo entre 17% al 33%. Por lo tanto, 
la destinación de recursos públicos al tratamiento de 

 en su 

tratamientos no son representativas.
2. Violación del principio de equidad

Estado el deber de “

reconocido la especial relevancia en materia de 
salud43, precisando que el postulado de equidad 
comporta “(…) medidas encaminadas a eliminar 
las diferencias de trato en materia de prestación 

salud debe tener”.
En ese sentido, principio de equidad implica 

un mandato al Estado para adoptar medidas 

la salud, lo cual permite evitar situaciones como 
aquellas en las que los recursos escasos del Sistema 

41 

success. Human Reproduction Update, 8(4), 373-384.
42 

Reproduction Update, 8(2), 129-139.
43 En la sentencia C-313 de 2014 la Corte señaló: “(...) Para esta Corte, 

Amenaza en mayor medida 
a la población con menor capacidad de pago o 
con enfermedades cuya atención implica costos 

sufragados por el paciente. Esto, naturalmente, 
constituye una violación del principio de equidad.

actualmente presta el Sistema

población más necesitada, cuya atención en salud 
depende directamente de la provisión de servicios 
por parte del Sistema, pues su capacidad de pago 
le restringe la posibilidad de acceder a los servicios 
requeridos con recursos propios.

del criterio de capacidad económica o nivel de 
Sisbén incluido en el numeral 1 del artículo 4° del 

de discriminación por ingresos previstos en el 
complejo andamiaje administrativo del Sistema de 
Salud44 no están en condiciones de establecer con 

servicios por este concepto, lo cual implicaría que 

acceso a estos tratamientos.
En conclusión, y tal como lo señala el precedente 

citado al inicio de este capítulo, no puede la Corte 
limitarse al control abstracto de constitucionalidad 

del proyecto de ley revisado, así como la previsible 
inocuidad del único criterio de discriminación que 

para la atención de este tipo de problemas en salud.
IV. Objeción por inconveniencia – El país 

la infertilidad
El Gobierno nacional considera que el país 

cuenta con una 

en Salud, como lineamientos encaminados a lograr 

plan de acción y los distintos encuentros regionales 
y globales que de ella se desprenden como es el caso 
del 
44 El SGSSS contempla dos mecanismos para la discriminación positiva 

 
a la necesidad del servicio y no . En consecuencia, la inclusión 
del criterio descrito en el numeral 1 del artículo 4° del proyecto de 
ley, implica imponer al sistema la carga administrativa de aplicar un 
criterio  y por lo mismo de crear en términos prácticos, dos 

reproducción asistida para las personas que cumplan criterios de baja 
capacidad económica y nivel de Sisbén, y otro que no incluiría este 
tipo de servicios para personas con capacidad de pago.
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Estado, previstas en la mencionada Ley 1751, en 

de un lado, en la adopción de la regulación y políticas 
en materia de salud se debe prever su sostenibilidad 

Concordante con los precitados deberes estatales 

Salud con cargo a la Unidad de Pago por Capitación 
(UPC), adoptado por Resolución 6408 de 201645, 
se incluyen tecnologías en salud (actividades, 
procedimientos, medicamentos, dispositivos y 

genética, psiquiatría, urología, ginecobstetricia, entre 
otras, a la par de laboratorios clínicos y procedimientos 

médicas, interconsultas y valoraciones, tanto por 
urgencias, como en internación. 

En consonancia con lo anterior, es pertinente 

de Salud y Protección Social, algunos de cuyos 
apartes se encuentran contenidos en el escrito con 
radicado número 201734200015613, constitutivo 
de insumo técnico para atender el requerimiento 

según Auto del 18 de enero de la presente anualidad, 
relacionado precisamente con el tratamiento de 

de la infertilidad reportada en la literatura es 

base en la literatura consultada, se utiliza para 

tienen una prevalencia baja dentro de la 

considerable dado el alto costo de los tratamientos 

o Terapias de Reproducción - Asistida, aspecto que 
como lo dejó establecido la Corte Constitucional en 
la Sentencia T 274-2015, supondría una disminución 
en el cubrimiento de otras prestaciones prioritarias 
para la población en general.
45 

Aunado a lo anterior, también cabe señalar que 
–tal como se resaltó en la mencionada Resolución 
6408– en el marco del artículo 15 de la Ley 1751 de 

prestación de servicios y tecnologías estructurados 
sobre una concepción integral de la salud, que 
incluya su promoción, prevención, paliación, 

secuelas. Precisamente, bajo estos presupuestos se 

consolidación de la concepción de integralidad a que 
alude la norma estatutaria se busca complementar 
con la regulación que en el marco del procedimiento 

artículo 15 de la LES.

de medidas aisladas en materia de inclusiones o 

en el proyecto de ley en comento, no consulta los 
criterios técnicos establecidos legalmente para la 

per se deviene en la inconveniencia de esta clase de 
medidas.

el artículo 6° del proyecto, y en relación con la 
regulación de procedimientos para manejo de la 

el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad en 
Salud (SOGCS), y particularmente el Sistema Único 
de Habilitación, regulados por el Decreto 1011 de 
2006, compilado en el Decreto 780 de 2016, así 

Tales normas desarrollan las condiciones de 

Servicios de Salud, entendidos como Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud, Entidades con 

y Trasporte Especial, en los servicios que estos 

las actividades y procedimientos que se realicen 

corresponde al responsable de esta contar con el 

Adicionalmente, no se considera necesario 
contar con un registro único sobre centros de 

asistida, por cuanto el Sistema Único de Habilitación 
cuenta con el aplicativo del Registro Especial de 

por el artículo 43.2.6. de la Ley 715 de 2001, en el 

Como se indicó, los procedimientos para el manejo 

salud y como procedimientos no se registran en el 
mencionado aplicativo.
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Finalmente, el artículo 4° del proyecto en cuestión 

en el presente escrito, porque no corresponde al 
Ministerio de Salud y Protección Social regular aspectos 

número de ciclos de baja o alta complejidad que deban 

ejercicio de su autonomía médica, de la que trata el 
artículo 17 de la Ley 1751 de 2015, es el llamado a 

V. Conclusiones

violación y desconocimiento de i) la Ley Estatutaria 
en Salud y de la democracia participativa como 

ii) iii) 
iv) así 

recomienda al Honorable Congreso de la república 

inconveniencia el Proyecto de Ley 082 de 2015 
Cámara, 123 de 2016 Senado, “por medio de la cual 
se establecen los lineamientos para el desarrollo de 

.

nuestros sentimientos de consideración y respeto.
Cordialmente,

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

El Ministro de Salud y Protección Social,

*.*.*

OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 097 DE 2015 

CÁMARA, 120 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se establecen normas de 

dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., viernes, 21 de julio de 2017
Doctor
EFRAÍN CEPEDA SARABIA
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 097 de 

2015 Cámara, 120 de 2016 Senado, por medio 
de la cual se establecen normas de protección y 

disposiciones.
Respetado doctor:

Sin la correspondiente sanción ejecutiva, y con 

166 y 167 de la Constitución, el Gobierno nacional 

motivos de inconstitucionalidad e inconveniencia 

A) Alcance de la presente objeción 
gubernamental y cuestiones preliminares

La presente objeción está dirigida contra la 

aplicados-cobrados, cuando el costo o el valor de 

artículo 96 de la Ley 142 de 1994.
Al respecto, sea lo primero indicar que esta 

norma parte del supuesto en virtud del cual la Corte 

gubernamental presentada el 22 de diciembre de 

de la Ley 142 de 1994 por el artículo 1° del Proyecto 
de ley número 16 de 2015 Senado, 190 de 2015 
Cámara, 

residenciales, y se dictan otras disposiciones1, que 
dispone:

reinstalación, cuando la causa de la suspensión o 
el corte del servicio en inmuebles residenciales de 
estratos 1, 2 y 3

y salvo o celebre un acuerdo de pago por la empresa 

De acuerdo con lo anterior, si la Corte 
Constitucional declara  la objeción 
gubernamental anotada, la locución “En el caso de 
usuarios residenciales de los estratos a los que no 

por este concepto a los usuarios residenciales de 
los estratos 4, 5 y 6, “cuando el costo o el valor 

Como se demostrará a continuación, en el escenario 

de los estratos 4, 5 y 6 es contraria a la Constitución y 
resulta inconveniente, pues (i) vulnera los artículos 365 

de sus ingresos, está en capacidad de pagar el costo 

de 2015 Senado, 190 de 2015 Cámara ya adicionó dos 

 la objeción ya indicada, es decir, si 

1  número 
50.095 del 22 de diciembre de 2016 y radicado por el Congreso de la 

número OG-0152).
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Proyecto de ley número 16 de 2015 Senado, 190 de 
2015 Cámara es inconstitucional, lo cierto es que, 

también resultaría inconveniente por la sencilla 

–“usuarios residenciales de los estratos a los que no 

De este modo, el Gobierno nacional procede a 

de ley “Por medio de la cual se establecen normas 

usuarios de los servicios públicos domiciliarios y se 

artículo 96 de la Ley 142 de 1994, es inconstitucional 
e inconveniente.

B) Objeciones por inconstitucionalidad:
1. La expresión “En el caso de usuarios 

haya eliminado los cobros por reconexión del 

cuando el costo o el valor de los mismos, sea menor 
al consumo facturado del servicio” vulnera el 

Proyecto de ley número 097 de 2015 Cámara, 120 de 

incurren las empresas de servicios públicos cuando 

residenciales de los estratos 4, 5 y 6, en los casos en 

inciso 1° del artículo 367 de la Constitución. Esta 

criterios, el relativo a los costos del servicio.
La citada norma preceptúa:

y responsabilidades relativas a la prestación de 
los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, 

tendrá en cuenta además de los criterios de costos, 

destaca–.
Como pasa a demostrarse2, las empresas de 

servicios públicos domiciliarios sí incurren en costos 

2 

documento 

 elaborado en el año 2016 
por la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Públicos y 
Comunicaciones.

interrupción de este por corte o suspensión3.
•  Servicio de acueducto:

de la Ley 142 de 1994, la Comisión de Regulación de 

la Resolución número 424 de 2007, “Por la cual 
se regula el cargo que pueden cobrar las personas 
prestadoras del servicio público de acueducto por 

De acuerdo con esta regulación, el restablecimiento 

restablecimiento por la suspensión o interrupción 
temporal del mismo se llama reinstalación.

El corte del servicio se desarrolla mediante 
el taponamiento o el retiro de la acometida. En el 

parte de la acometida, lo que impide el paso del agua 

Esta es una actividad con un estándar operativo, 

la citada Resolución número 424 que los costos que 
pueden cobrar las empresas son:

– Corte: 2.4% del salario mínimo mensual legal 
vigente.

legal vigente.
Para el segundo caso, es decir, cuando se retira 

la acometida, la actividad incluye la remoción de 
la tubería, de los accesorios, del medidor y de los 
demás elementos que la componen, para lo cual se 
requiere el rompimiento de andenes o calles, según 
sea el caso, y el desarrollo de obras civiles. Dadas las 
particularidades que en terreno se pueden presentar, 

retirando el tapón o reconstruyendo la acometida. 
Vale la pena mencionar que el retiro de la acometida 

del usuario4.
•  Servicios de energía eléctrica y de gas natural:
Los cargos cobrados por las empresas para las 

3 

evento que, de acuerdo con el contrato, genere esta consecuencia, 

4 Por otro lado, la actividad de suspensión se desarrolla mediante el 
cierre del registro de paso de agua, el cual se encuentra regularmente 
antes del medidor, y la ubicación de un sello para que ninguna persona 

la vivienda. Al igual que el corte del servicio mediante el taponamiento 
de la acometida, la suspensión es una actividad técnica estándar. Por 

así:
 – Suspensión: 1.4% del salario mínimo mensual legal vigente.

 – Reinstalación: 1.2% del salario mínimo mensual legal vigente.
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servicios están bajo el régimen de libertad vigilada 
establecido en el artículo 14.11 de la Ley 142 de 1994. 
En este régimen, las empresas pueden determinar 

por escrito a las comisiones de regulación –en este 
caso a la Comisión de Regulación de Energía y Gas– 
las decisiones que adopten en esta materia.

de los servicios públicos de energía eléctrica y gas 
natural:

llevan a cabo como sigue:
– Suspensión: la empresa solicita al usuario aislar 

el circuito interno de los breakers o interruptores y 
procede a desconectar las líneas de carga del medidor 
y a apretar de nuevo los tornillos de las borneras de 
las líneas de carga.

voltaje de entrada al medidor. Luego, procede a 

interno de los breakers se encuentre apagado, de 

bornes de entrada y salida del contador de energía 

normalmente5.

El procedimiento para la suspensión consiste 

el centro de medición para constatar su estado. 

La empresa cierra y bloquea la válvula de corte, 
instala el dispositivo de bloqueo (tapón), registra 

En este punto es pertinente aclarar que algunas 

esto. Así, para el año 2016, mientras el medidor 

medidor para suspensión remota podría ascender 

En el caso del corte del servicio, el proceso también 
implica la inspección de todos los elementos que 
5 

el gabinete que alberga el contador, desconectar las líneas de salida del 
contador del lado de la carga, retirar la acometida (cableado, medidor 
y elementos de corte requeridos) y entregarla al usuario o llevarla a 
la empresa prestadora debidamente marcada según se requiera. Para 

corto y solicita al usuario aislar el circuito interno de los breakers. 
Posteriormente, conecta las líneas de entrada al contador de energía y 

asegura los tornillos de los bornes de entrada y salida del contador de 
energía.

estado, además de las siguientes acciones técnicas: 

remanente de gas, desmontar el medidor, instalar 
el dispositivo de bloqueo después del regulador y 

al usuario. En algunas ocasiones, la actividad incluye 
obras civiles adicionales.

medición (válvula, regulador, conectores, odómetro, 

el dispositivo de bloqueo (tapón u otro), instalan 
nuevamente el medidor y revisan los empaques.

Así mismo, en este proceso, las empresas 

válvula de corte, pruebas del medidor para validar 

del servicio con el usuario, reportes en los sistemas 

civiles.

servicios públicos de gas natural y energía eléctrica, 

de los siguientes conceptos:

– Materiales: este costo está asociado a la cantidad 
de materiales y elementos que se requieren para el 
desarrollo de las actividades, que varían de acuerdo 

la red eléctrica o tubería.
– Administración: las actividades en terreno 

van acompañadas de una gestión administrativa en 

operación, la elaboración de las órdenes de servicio 
y la programación de las cuadrillas o grupos de 

validar la correcta ejecución de todas las actividades.
Adicionalmente, por tratarse de servicios 

cuyas instalaciones implican un riesgo para el 
personal que las manipula y para los usuarios, el 

de seguridad, lo cual conlleva gastos adicionales.
Bajo el régimen de libertad vigilada en el que 

se encuentran las empresas de servicios públicos 

Visto lo anterior, queda demostrado que las 
empresas de servicios públicos sí incurren en gastos 
operativos, técnicos y administrativos cuando se ven 

consecuencia del corte o suspensión del mismo.
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artículo 96 adicionado al disponer que las empresas 
de servicios públicos podrán cobrar un cargo por 

para la 
 –se 

destaca–.

al artículo 96 de la Ley 142 de 1994, en virtud 
del cual “las comisiones de regulación deberán 

proyecto de ley al citado artículo 96, según acaba de 
demostrarse.

De acuerdo con lo anterior, es evidente que 

a los usuarios de los estratos 4, 5 y 6 del cargo por 

de los servicios públicos los costos reales en los 
que incurren las empresas por tal concepto, cuando 

económico de los procesos que deben adelantar 

que estas tienen de cobrar los costos reales en que 

de solidaridad previsto en el artículo 367 de la 
Constitución.

Superior prevé que, además del costo del servicio, 

públicos domiciliarios deberá tener en cuenta el 
principio de la solidaridad:

y responsabilidades relativas a la prestación de 
los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, 

tendrá en cuenta además de los criterios de costos, 
los de solidaridad
destaca–.

Dado que se trata de un costo real, el valor de la 

presente escrito tendrá que ser asumido por una de 

sea por los usuarios que cancelan oportunamente 
sus obligaciones, por las empresas o por el propio 
Estado.

Si se piensa en que los usuarios sean quienes 
asuman este costo, necesariamente tendrán que 

servicio, incluso a aquellas personas que pagan 

No obstante, en concordancia con la 

en el que los usuarios que cumplen sus obligaciones 

o suspendidos a los usuarios morosos vulnera, 

principio de solidaridad, cual es que cada usuario 
debe asumir las cargas que le corresponden y 
contribuir al sostenimiento y viabilidad del sistema.

solidaridad, en la Sentencia C-150 de 2003, la Corte 

“Para que los principios constitucionales que 
orientan la prestación de los servicios públicos sean 

cumplir con su deber básico respecto de los demás 
usuarios consistente en abstenerse de trasladarle a 

público domiciliario correspondiente. Cuando un 
usuario no paga por el servicio recibido, está 
obrando como si los demás usuarios tuvieran 

transitoria o permanentemente su deuda. 
Ello atenta claramente contra el principio de 

propias en virtud de la Constitución, la ley y el 
contrato respectivo.

En este orden de ideas, 

365 C. P.), lo cual pugna con los principios sociales 
que consagra la Carta para orientar la prestación, 

destaca–.
Sobre este mismo punto, en la Sentencia C-389 

de 2002, la Corte Constitucional sostuvo que 
“dentro de la concepción del Estado Social de 

que involucra que todas las personas contribuyen 

Estado a través de las empresas prestadoras de 
servicios públicos, dentro de conceptos de justicia 

6. 

de los estratos 4, 5 y 6 es contrario al principio 
constitucional de solidaridad, pues impone una 
6 

contractual y onerosa y por ello consideró que se ajusta a la 
Constitución el pago, a cargo del usuario, de un interés de mora por el 
incumplimiento de la obligación contractual de cancelar oportunamente 
el servicio (artículo 96 de la Ley 142 de 1994). Igualmente, con base 

la suspensión del servicio por parte de la empresa cuando el usuario 
incumpla la obligación de pagar los servicios públicos.
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carga que resulta inequitativa a los usuarios que 
cumplen sus obligaciones y, por tanto, contribuyen 
al sostenimiento del sistema7.

Sobre el particular, en la Sentencia C-566 de 
1995, la Corte Constitucional insistió en la necesidad 
de que la concesión de subsidios y prerrogativas 

tuviera en cuenta “las posibilidades materiales y 

En la citada sentencia, respecto de la 
constitucionalidad del otorgamiento de subsidios 
del 100% en materia de servicios públicos, esa 
Corporación anotó:

“En realidad, una alternativa maximalista de la 

determinado margen se garantice a las empresas 

públicos.

redistribución de ingresos, pues la principal fuente 

imponen a los usuarios de los estratos altos cuya 

En su lugar, la alternativa del equilibrio entre los 

La premisa de esta escogencia del Legislador 
consiste en limitar el monto del subsidio a un nivel 

desproporcionados si se hubiese establecido un 
subsidio total.
subsidio respecto de los costos de administración, 
operación y mantenimiento del servicio, lo que 

compatible con la concesión de la ayuda estatal.
Concluye la Corte que si bien el Legislador 

domiciliarios que cubran sus necesidades básicas, 
ello no comporta violación alguna de la Constitución 
Política ni vulnera los principios de igualdad ni de 

sido observados por la ley dentro de las posibilidades 

destaca–.
Así, en la actualidad, el principio de solidaridad 

a los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 –quienes 
7 

debe estar orientado, entre otros criterios, por el de neutralidad, el cual 

representan el 70% de la población–, los cuales son 

también con los recursos del ente territorial cuando 
8. Estos subsidios se 

en la anterior sentencia, en la necesidad de proteger 

población de menores recursos.

servicios públicos a los usuarios de los estratos 4, 

notoriamente inequitativo e injusto, por cuanto no 
atiende los aspectos más esenciales de los principios 
de solidaridad y de igualdad, así como tampoco 
la capacidad del erario público y la necesidad, en 
términos de sostenibilidad del sistema, de que las 
empresas públicas y privadas recuperen los costos 
en que incurren para la prestación del servicio.

el principio constitucional de solidaridad, pues 

cargas públicas, en detrimento de las personas que 
asumen oportunamente sus obligaciones, incluidas 
las de menos ingresos.

2. La expresión “En el caso de usuarios 

haya eliminado los cobros por reconexión del 

cuando el costo o el valor de los mismos, sea menor 
al consumo facturado del servicio”, contenida 

Constitución
Así como imponer la carga a los usuarios 

que cumplen sus obligaciones de cancelar los 

cortados o suspendidos a los usuarios morosos 
es inconstitucional, también lo es trasladar esta 

características pondría en riesgo la estabilidad 

prestación del servicio.

artículo 365 de la Constitución, el Estado está 

directamente por el Estado, sino que también 
establece la posibilidad de que sean suministrados 

8 

con lo previsto en el artículo 99 de la Ley 142 de 1994, la Nación y 
los entes territoriales subsidian los servicios públicos de los usuarios 

que estos deben cancelar por concepto de consumo básico. Este 
subsidio, por mandato del numeral 99.6 de la Ley 142, es del 15% del 
costo medio del suministro para el estrato 3, del 40% del costo medio 
del suministro para el estrato 2 y del 70% de este para el estrato 1 (Este 

potable y saneamiento básico por las Leyes 812 de 2003, 1450 de 2011 
y 1753 de 2015).
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servicios públicos domiciliarios consiste en asegurar 

9.
En este sentido, el artículo 87 de la Ley 142 

los servicios públicos estará orientado, entre 

deben tener en cuenta (...) los costos; y que las 

estructura de los costos económicos de prestar el 

Por su parte, el numeral 87.4 del mismo artículo 

la recuperación de los costos y gastos propios de 

Así mismo, el artículo 87.7 de la Ley 142 

En la ya citada Sentencia C-150 de 2003, la Corte 
Constitucional estudió los numerales 87.1 y 87.4 del 
artículo 87 de la Ley 142 de 1994 y señaló que estos 

de lo dispuesto en el artículo 365 Superior a cuyo 
tenor “Es deber del Estado asegurar su prestación 

la recuperación de los costos en que estas incurren 
para la presentación del servicio, y porque, además, 

10.

servicios públicos, en la mencionada decisión, la 
Corte señaló que “desde la perspectiva técnica, estos 

necesario saber cuánto cuesta prestar el servicio a 
todos los usuarios –costos medidos con los criterios 

9 Sentencia C-272 de 2016.
10 

Carta para que los particulares puedan prestar los servicios públicos en 

efectos 
que motivan tal iniciativa privada, uno de los cuales es la obtención 
de utilidad, siempre que esta sea la propia de un mercado competitivo, 
en los términos previstos en la Constitución, y no la que se genera en 

–de acuerdo principalmente con los principios de 

el principio de solidaridad, antes es necesario 

y la viabilidad económica de su objeto social, 
permitiéndoles recuperar los costos en que incurren 
para la prestación del servicio. De lo contrario, no 

en que obliga a las empresas a prestar los servicios 

recursos, y asumir erogaciones que antes estaban 

individual a los usuarios morosos.

el año 2015, se estimaba que como consecuencia 
de la implementación del artículo 1° del Proyecto 
de ley número 016 de 2015 Senado, 190 de 2015 

y 3–, objetado por el Gobierno nacional en el mes 
de diciembre de 2016, el dinero que dejarían de 
recaudar las empresas por estos conceptos sería de, 

servicio de acueducto, 38 mil millones de pesos para 
el servicio de energía eléctrica y de cerca de 20 mil 
millones de pesos para el servicio de gas natural11.

sumarle lo que le constará a las empresas de servicios 

residenciales que más aportan a la sostenibilidad del 

usuarios de los estratos 4, 5 y 6.
Por lo anterior, pretender que las empresas se 

responsabilicen, con cargo a sus presupuestos, de 

la estabilidad económica de las mismas y, por 

población. En palabras de la Corte, “la reiteración 
de prácticas ilegales de no pago deterioran no solo 

incluso conducir al colapso de las mismas y por 
esta vía a la imposibilidad material de la prestación 
general del servicio público. Nada más alejado de la 

12.

artículo 365 de la Carta para que los particulares 
puedan prestar los servicios públicos depende de 

los costos y gastos de todas las actividades asociadas 
a la prestación del servicio, incluida la actividad de 

En un escenario en el que esto no es permitido o se 
11 Supra número 2.
12 Sentencia T-881 de 2002.
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carece de sentido.

al artículo 96 de la Ley 142 de 1994 también vulnera 
el artículo 365 de la Constitución, comoquiera que 

de las empresas que prestan servicios públicos, al 
impedirles recuperar los costos en que incurren por 

en cuenta una cuestión adicional. En reiterada 

de un servicio mínimo –principalmente el servicio 
de agua potable– cuando los usuarios son sujetos 
de especial protección constitucional y no se 
encuentran en condiciones de pagar cumplidamente 
sus obligaciones.

Al respecto, corresponde resaltar que, incluso en 

el monto de lo adeudado debe ser asumido por el 
usuario, de acuerdo con su situación económica, y 
en ningún caso por la empresa. Así, por ejemplo, en 
la Sentencia T-546 de 2009, la Corte concluyó:

permanece radicada la obligación de pagar por 

escasos ingresos, la Empresa de Servicios Públicos 

que son ajenas a su voluntad e irresistibles, como 
Pero la usuaria, 

contrario es válido, sigue estando obligada a 

destaca–.
Aunque podría dudarse de la aplicabilidad de 

este precedente, pues la norma objetada no condona 
el pago de los servicios públicos, sino únicamente 

lo cierto es que el principio que subyace a esta 
jurisprudencia tiene plena relación con el problema 
jurídico del presente caso: el sistema de servicios 
públicos no prevé la gratuidad de ningún servicio, 
de suerte que cada usuario debe contribuir, en la 

del mismo.

empresas a recuperar los costos en que incurren por 
la prestación del servicio, incluido, por supuesto, 

poner en riesgo la operación de las empresas y, por 

y de calidad a toda la población, incluida la más 
vulnerable.

B) Objeciones por inconveniencia:

1. El presupuesto público no puede asumir el 
cargo por reconexión y reinstalación

Así como ni los usuarios ni las empresas deben 

públicos, cuando estos son cortados o suspendidos 

inconstitucional, también resulta inconveniente 
asignar esta carga al presupuesto público.

de lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 819 de 

nacional.

de motivos de los proyectos y en cada una de las 

ingreso adicional para cubrirlos.

prescribe que durante el trámite de los proyectos, 
el Ministerio de Hacienda debe rendir concepto 

para cada una de las iniciativas, así como sobre 

compatibilidad del proyecto con el Marco Fiscal 

Revisado el trámite legislativo de la presente 

adicional para cubrirlos.

objetada, no sobra destacar que en la actualidad 

que los ministerios de Hacienda y Crédito Público 
y de Minas y Energía tienen participación directa13. 

en las regiones particularmente pobres del país. 

el Gobierno nacional solicita al Congreso de la 

con cuáles recursos se pagarán los costos reales 

13 

99,97%; y Centrales Eléctricas del Cauca S. A. ESP (Cedelca), la 
cual no opera directamente, pero sus activos son usados para generar, 
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suspendidos en los inmuebles residenciales de los 
estratos 4, 5 y 6, en caso de que no se acepten las 

precedencia.

artículo 367 de la Constitución, 
de los servicios públicos domiciliarios tiene reserva 
de ley, de suerte que, si este punto no es regulado en 
esta iniciativa, el mismo no podrá ser desarrollado 
por el Presidente de la República en ejercicio de 
la potestad reglamentaria (artículo 189.11 de la 
Constitución), así como tampoco por las comisiones 
de regulación (artículo 73 de la Ley 142 de 1994), 

2. La expresión objetada por razones de 
inconstitucionalidad fomenta la cultura del no 
pago de los servicios públicos entre los estratos 
4, 5 y 6

implica que los usuarios residenciales de los estratos 

resulta notoriamente inequitativa e injusta, pues no 

En palabras de la Corte Constitucional, el no 
pago de los servicios públicos lesiona no sólo el 
interés económico de las empresas, sino que puede 
conducir a la imposibilidad material de la prestación 
general del servicio público en condiciones de 

14.

constituye un estímulo importante para que los 
usuarios residenciales cancelen a tiempo sus 

públicos. En este sentido, ante la desaparición de tal 
estímulo como consecuencia de la nueva ley, resulta 
altamente probable que se generalice una cultura 
del no pago de los servicios públicos, por cuanto, 
en la mayoría de los casos, el cobro del servicio de 

de pago de los servicios públicos entre los estratos 

nueva cultura del incumplimiento sin consecuencias, 
que aumentará el riesgo de impago entre los sectores 
de la población que sí tienen capacidad económica 
para atender sus obligaciones, lo cual ampliará las 

3. Si la Corte Constitucional declara infundada 
la objeción gubernamental presentada contra 
el Proyecto de ley número 016 de 2015 Senado, 

parágrafos 2°
14  Supra número 12.

número 016 de 2015 Senado, 190 de 2015 Cámara, 

e inconveniencia el 22 de diciembre de 2016, 
adicionó el artículo 96 de la Ley 142 de 1994, como 
se transcribe a continuación:

artículo 96 de la Ley 142 de 1994, los cuales 
quedarán así:

(...)

la suspensión o el corte del servicio en inmuebles 

acuerdo de pago con la empresa por ese concepto.

artículo 96 de la Ley 142 de 1994, por motivos 
similares a los que sustentan la presente objeción. 

2°, por considerar que no es necesario. Al respecto, 

condiciones de operación que permitan mantener la 

para toda la población. Por el contrario, el cargo por 

generan por el incumplimiento en el pago.

el Gobierno nacional sugirió la eliminación del 

142 de 1994, por cuanto no se requiere ni tiene 
aplicación.

Sin embargo, los argumentos de 

lo dispuesto en el artículo 167 de la Constitución, 
la Corte Constitucional es quien decidirá las 

la Ley 142 de 1994 por el Proyecto de ley número 
016 de 2015 Senado, 190 de 2015 Cámara.

objeción gubernamental presentada en el mes de 
diciembre del año pasado es incierto, el Congreso 
de la República aprobó en el mes de junio de esta 
anualidad el Proyecto de ley número 097 de 2015 
Cámara, 120 de 2016 Senado, por medio de la cual se 

domiciliarios y se dictan otras disposiciones, el 
cual, por virtud de su artículo 4°, también adiciona 

como sigue:
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“Artículo 4°. Adiciónense los siguientes 

cuales quedarán así:
 

con medios tecnológicos que impliquen lectura o 

este concepto según el caso cuando aplique. En el 
caso de usuarios residenciales de los estratos a los que 

del servicio, solo podrán ser aplicados-cobrados, 
cuando el costo o el valor de los mismos, sea menor 

de servicios públicos domiciliarios suspenda el 

dentro de los seis (6) meses siguientes a la sanción 

los actos administrativos correspondientes que 

los usuarios, para lo cual tendrán en cuenta las 
particularidades de cada servicio y de cada región, 

Gobierno nacional el 22 de diciembre de 2016 
contra el Proyecto de ley número 016 de 2015 
Senado, 190 de 2015 Cámara, es decir, si decide 

proyecto de ley es constitucional, el citado 

Sin duda, esta situación generará problemas 

y causará inconvenientes cuando el intérprete, los 
operadores jurídicos, las empresas de servicios 

situaciones tácticas concretas.
En este escenario, por ejemplo, no será claro 

aplicará solo a los usuarios residenciales de que 

la Ley 142 de 1994 por el artículo 4° del Proyecto 
de ley número 097 de 2015 Cámara, 120 de 
2016 Senado –estratos 4, 5 y 6–, o también a los 

1° adicionado al artículo 96 de la Ley 142 de 1994 
por el artículo 1° del Proyecto de ley número 016 
de 2015 Senado, 190 de 2015 Cámara –estratos 1, 
2 y 3–.

Por esto, el Gobierno nacional considera 
que lo más prudente es esperar a que la Corte 

suerte que se garantice la seguridad jurídica y la 
sistematicidad y armonía de las normas que regulan 
la prestación de los servicios públicos domiciliarios, 

reinstalación de los mismos.
4. Si la Corte Constitucional declara fundada 

la objeción gubernamental presentada contra 
el Proyecto de ley número 016 de 2015 Senado, 
190 de 2015 Cámara, la expresión objetada 
por razones de inconstitucionalidad no podrá 

el Proyecto de ley número 016 de 2015 Senado, 190 
de 2015 Cámara o, lo que es lo mismo, decide que 

en el presente escrito, contenida en el artículo 4° 
del Proyecto de ley número 097 de 2015 Cámara, 
120 de 2016 Senado, también resulta inconveniente, 

el Proyecto de ley número 016 de 2015 Senado, 
190 de 2015 Cámara será sancionado y que, en 

residenciales de los estratos 1, 2 y 3 entrará en 
vigencia.

No obstante, si la Corte Constitucional 

respecto de las objeciones de inconstitucionalidad 

es que, al tenor de lo preceptuado en el inciso 
3° del artículo 167 Superior, el Proyecto de ley 
número 016 de 2015 Senado, 190 de 2015 Cámara 

que ante la ausencia de estos, por la declaratoria de 

artículo 96 de la Ley 142 de 1994 por el artículo 1° 
del Proyecto de ley número 016 de 2015 Senado, 
190 de 2015 Cámara, la consecuencia jurídica que 

objetada no tendrá aptitud para generar consecuencias 

En este sentido, el Gobierno nacional estima 
necesario reiterar que lo más prudente es esperar 
a que la Corte Constitucional adopte una decisión 

que esa Corporación se pronuncie sobre el particular 
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podrá regular el tema con la seriedad y la seguridad 
jurídica que el país necesita.

Sin más consideraciones,
Reiteramos a los Honorables Congresistas 

nuestros sentimientos de consideración y respeto.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

El Ministro de Minas y Energía,
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